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ASISTEN: Señor Representante Daniel Radío , e Ingeniera Silvia Da Rosa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión 


La Comisión tiene el honor y el placer de recibir a nuestro colega Diputado, doctor Daniel Radío y a la 
ingeniera Silvia Da Rosa, a efectos de analizar el proyecto de ley relativo a contenidos web. 


En este sentido, quiero señalar que tuve una entrevista con personas no videntes que me hablaron de este 
proyecto. Debo decir con honestidad que yo no sabía que existía. Por lo tanto, me parece que sería 
conveniente que el doctor Radío nos explique a todos de qué se trata, dado que es una materia que tiene sus 
bemoles desde el punto de vista de su comprensión por legos en web, como somos nosotros. 


SEÑOR RADÍO.- Para mí es un honor ser recibido en esta Comisión. 


Según lo que nosotros hemos evaluado, este proyecto pretende llenar un vacío que existe en nuestro país con 
respecto a este tema. En unos cuantos países del mundo ya tienen legislación en este sentido. 


Para que las personas con discapacidades puedan tener acceso a los contenidos web, a los recursos web, 
páginas o portales, en general, deben tener algunas herramientas adicionales a su equipo informático. 
Supongamos que si una persona es no vidente, debe tener un lector de página, o si una persona tiene una 
discapacidad motora, debe contar con una herramienta que le ayude. 


Las páginas web de nuestro país no necesariamente son accesibles aun en caso de contar con estas 
herramientas adicionales, por ejemplo, un lector para personas no videntes, porque no cumplen con normas 
que ya están establecidas en el mundo. A nivel internacional, existen consorcios que dan determinadas pautas 
que deben cumplir los recursos web para ser accesibles y legibles por un lector de página. 


En el derecho comparado de muchos países ha comenzado a normalizarse este tema y también en nuestro 
continente. Lo que nosotros queremos establecer con este proyecto es que se cumplan estas pautas para las 
páginas oficiales, con sujeción a las recomendaciones que existen a nivel mundial. Además, sugerimos que 
las páginas no oficiales se vayan ajustando a esto. Damos un plazo de dos años a partir de la aprobación de la 
ley para que todas las páginas oficiales de Uruguay cumplan con los requisitos. Existe un consorcio a nivel 
internacional, W3C, que es tomado como referencia en todo el mundo para la determinación de las pautas. 


En el Uruguay existe una agencia para el Gobierno electrónico, AGÉSIC, que encomendamos que sea la 
encargada del control y la determinación de la normativa nacional para el cumplimiento de este proyecto. 


Algunas organizaciones de discapacitados como recién mencionó el señor Presidente ven con simpatía el 
proyecto. La ingeniera Da Rosa es funcionaria de AGESIC y nos ha informado que también allí esta 
iniciativa se ve con buenos ojos. Por lo tanto, considero que sería bueno que la Comisión tuviera una 
entrevista con los encargados de la parte normativa de AGÉSIC para conocer su opinión al respecto, porque, 
como ya dije, en el proyecto se le encomiendan tareas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que precisaran el concepto de "acceso universal" que aparece en 
el proyecto, es decir, qué significa en terminos comprensibles. 


Por otro lado, establecido el concepto ¿qué significa desde el punto de vista concreto? Más allá de la 
referencia genérica, esta es una especie de norma en blanco, que la rellenan otros. 


Hay una pregunta que siempre nos hacen, y discúlpenme por la crudeza: ¿cuánto cuesta esto? Si es que 
cuesta algo. A veces, si no se tiene en cuenta esto, se hace una excelente norma, pero después no se aplica. 


SEÑORA DA ROSA.- El concepto de "diseño universal" refiere no solamente a la parte tecnológica, 
sino a cualquier objeto, sistema o servicio que sea diseñado para ser utilizado por cualquier persona sin 
que necesite una adaptación. En general, el concepto que se venía utilizando era crear para el usuario 
promedio. Por ejemplo, en arquitectura existía el concepto de la persona promedio que mide un metro 
y setenta centímetros y pesa noventa kilos. Se diseñaba para esa persona, dejando afuera a otras más 
altas, más bajas, más gordas o más flacas. Ese mismo concepto se traslada a las páginas web; es decir, 
se diseña pensando en que el usuario no tiene discapacidades, que utiliza una pantalla y un teclado, que 
tiene una banda ancha importante, el navegador equis y una resolución de pantalla tal, y se debería 
hacer de tal manera que se pueda acceder a ese contenido sin importar el contexto del usuario. 


Eso se traslada a pautas técnicas, a normativas y estándares, que en tecnología son muy importantes, porque 
si se definen, las herramientas que mencionó el doctor Radío tendrán el mismo lenguaje y podrán ser 
utilizadas por personas con discapacidad. El lector de pantalla tiene que entender el estándar sobre el cual 
está escrito ese sitio web para poder leerlo correctamente. Un "switch" también tiene que comprender cómo 
está escrito del otro lado para poder interactuar correctamente. Eso siempre se traduce en el uso de estándares 
definidos internacionalmente, que hoy existen, pero en algunos países todavía no se los ha adoptado del todo. 


Inicialmente, esto va a tener un costo, porque va a generar un movimiento en el mercado y los proveedores 
van a tener que empezar a prepararse para conseguir lo que estamos pidiendo. Muchos organismos van a 
tener que rediseñar sus sitios o hacerlos de nuevo, por eso se establece un plazo bastante amplio. 


Actualmente, se está impulsando el Gobierno Electrónico, y entonces, es el momento de pedirlo y no dentro 
de cinco años, cuando ya van a estar creadas muchas más cosas y va a ser mucho más caro. Además, desde el 
punto de vista del mercado, esto es una inversión en calidad, que va a servir para exportar o mejorar la 
calidad de los productos y servicios que se están creando en el país. En otros lugares del mundo ya es una 
exigencia. Como decía, es una inversión para los proveedores que van a tener que modificar o adaptarse a 
esas tecnologías. De todas maneras, no implica ninguna restricción, sino simplemente atenerse a ciertos 
estándares. 


No es una pauta en blanco, como decía el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo hablé de una norma en blanco en el sentido de que se remite a otra; hay 
otra que va a reglamentar cuál es el contenido específico. Esto es como las carreras universitarias, lo 
único que uno puede hacer es decir que tal instituto da el título. Uno no puede hacer el programa de 
materias. 


SEÑORA DA ROSA.- La web define pautas que son lo suficientemente amplias para que se puedan 
adaptar a la realidad de cada país. Ya se están aplicando en muchos países. Por ejemplo, Brasil bajó un 
poco el nivel definido por la web, porque la realidad del mercado no lo permitía. Y esto es lo que 
pretendemos que haga AGESIC, que está en conocimiento de la realidad tecnológica de los organismos 
del Estado y puede establecer un nivel realista y que se pueda aplicar. 


SEÑOR MICHELINI.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia de la ingeniera Da Rosa y del 
colega Diputado Radío. 


Me parece que un proyecto de este tipo va en la dirección de asegurar el goce de derechos a todas las 
personas, independientemente de sus capacidades y, por lo tanto, del mejor cumplimiento de los deberes. En 
ese sentido, adelanto mi aprobación al proyecto en general. Sin perjuicio de ello, quiero plantear algunas 
dudas. 


En primer lugar, en cuanto a la redacción del artículo 1”, me pregunto si el diseño de los portales debería estar 
enfatizado en su accesibilidad y no en los contenidos. Como es un espacio lingúístico que prácticamente no 
conozco, tal vez esté correctamente así. Pero me parece que lo que debe estar asegurado es la accesibilidad a 
los portales para mirar los contenidos y no la accesibilidad universal de los contenidos. 


En segundo término, quisiera saber si los autores del proyecto pudieron establecer algún tipo de relación con 
la Convención Internacional sobre Personas con Discapacidad, que aprobó Naciones Unidas hace dos años y 
que el Poder Ejecutivo anterior envió para su rectificación a este Parlamento, pero no se trató. En los 
próximos días, vamos a promover el desarchivo de ese mensaje del Poder Ejecutivo, porque es una 
convención muy importante y que va en la misma línea de esta iniciativa. 


En tercer lugar, quiero señalar la referencia de la obligación que mencionó el señor Diputado Orrico que 
establece el artículo 1%, en base a normas, requisitos, exigencias establecidos por los organismos 
internacionales. Pediría a los autores del proyecto que, en base a su experiencia y a su trabajo de 
investigación, precisen un poco más la redacción, para que después la reglamentación pueda ser 
objetivamente supervisada por el Poder Legislativo o por el ciudadano en cuanto a que el organismo sea el 
adecuado y no una organización no gubernamental, por ejemplo, como estaría comprendido aquí. 


SEÑOR RADÍO.- En el artículo 1” hacemos una introducción. En el artículo 4% encomendamos a 
AGESIC, la Agencia para el Gobierno Electrónico, establecer las normas, requisitos y exigencias de 
accesibilidad universal, con sujeción a recomendaciones de nivel internacional. 


Asimismo, mencionamos a la W3C, que, en general, es el consorcio que se toma como referencia en todo el 
mundo para el establecimiento de estas normas. Pero no dejamos que sea la W3C la que fije las normas, sino 


la AGESIC, tomando en cuenta las recomendaciones de dicho consorcio. Hacemos esto porque AGÉSIC es 
un organismo nacional y estatal. 


El proyecto habla de accesibilidad universal, y nosotros evitamos hablar de personas con discapacidad, solo 
lo hacemos en la exposición de motivos porque tratamos de favorecer la igualdad de derechos y 
oportunidades. Decimos que beneficia a todos los usuarios, teniendo en cuenta discapacidades, dificultades 
relacionadas con el envejecimiento o con situaciones desfavorables. No queríamos que el proyecto estuviera 
específicamente referido a personas con discapacidad, sino que hablara de accesibilidad universal. 


SEÑORA DA ROSA.- Con respecto al denominado "contenido web", quiero señalar que fue algo que 
discutimos mucho. No sabíamos si poner "recursos web", "sitios web" o "portales". Al final, nos 
definimos por "contenidos web", que es como la W3C llama a todo lo que está en internet. Todo lo que 
se ve en el navegador es un contenido web. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes disculpen, pero yo les tuve que explicar a mis hijos mayores que 
había nacido en un mundo sin televisión, y mis hijos mayores le tuvieron que explicar al menor que 
ellos habían nacido en un mundo sin computadora; esto va muy rápido. Entonces, a quienes hemos 
pasado cierta edad, nos cuesta entender algunos temas. Por eso, pediría si se nos puede dar ejemplos de 
qué diferencia habría entre lo que hoy es una página web cualquiera, por ejemplo, del Ministerio de 
Salud Pública, y cuál sería el cambio, qué se produce para que eso permita una lectura universal, si es 
que entendí bien el concepto. 


SEÑORA DA ROSA.- Es probable que cualquiera de nosotros, que podemos ver e interactuar sin 
problemas, visualmente, no nos demos cuenta de la diferencia. A la persona que es ciega y que va a 
actuar con un lector de pantalla le va a ser muy distinto, porque hoy, probablemente, si intenta leer 
cualquiera de los portales del Estado va a escuchar un montón de códigos, basura y cosas que no 
comprende, y no va a poder enfocarse en el contenido, porque el lector de pantalla, al no comprender 
ese código, lo va a leer tal cual está. Por ejemplo, las imágenes que hay las va a pasar por arriba y no va 
a saber lo que aparece, cuando lo correcto sería que el portal ofreciera un contenido alternativo a esas 
imágenes para que el usuario pudiera comprenderlas. 


Una persona que hoy se conecta desde un módem, que no tiene ADSL o que está un ciber café, por ejemplo, 
tal vez no pueda acceder a muchos sitios que están en tecnologías que exigen mucho ancho de banda o que el 
usuario tenga una computadora nueva. De esa manera, el usuario que tiene una computadora vieja, que está 
en un ciber, en el Cerro, con un ancho de banda muy chico, tal vez no puede llegar a completar un trámite u 
obtener cierta información, por una limitación tecnológica. En realidad, es probable que la mayoría de 
nosotros no sienta la diferencia; se va a ver desde el punto de vista técnico, desde cómo está desarrollado y sí 
lo van a notar esas personas que tienen alguna otra limitación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vale decir que un sistema de esta naturaleza no significa solamente estar 
pensando en personas con discapacidades. 


SEÑORA DA ROSA.- No; seguramente que no. El diseño universal se refiere a todo lo que es distinto 
al estándar que nosotros creemos que hay en la población, porque se refiere mucho a la accesibilidad 
tecnológica respecto de utilizar un ancho de banda chico, una computadora demasiado vieja, o quizás, 
una demasiado nueva, que todavía no se adapta a las tecnologías más viejas o, inclusive, a personas de 
edad avanzada como es la gran mayoría en nuestro país, que pueden tener alguna limitación en la 
vista, la audición o en la memoria, ya que el hecho de que el sitio esté diseñado de esa manera, les 
facilita la tarea. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no comprendo mal, esto también está vinculado directamente con tema del 
uso del tipo de software. ¿Significa que el software que esté en esos portales, o estos "contenidos web" 
entre comillas, debe ser de acceso libre? 


SEÑOR RADÍO.- En un sentido amplio, sí, porque cuando nosotros hablamos de accesibilidad 
universal, en realidad, lo que queremos es que nadie se vea limitado. El proyecto específicamente no se 


mete en ese tema, pero si uno lo considerara en sentido amplio, sí. En realidad, nosotros no 
establecemos ninguna determinación en ese sentido. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pero sí tiene que ver. Tiene mucho que ver con el software y el software libre. 
Entiendo que el problema es la accesibilidad pero, por ejemplo, si uno usa software libre, a muchas 
páginas del Estado no puede entrar, porque están en el software privativo y no se da acceso; esa es una 
limitación a la libertad de los ciudadanos de optar con qué software trabajan. 


Yo tengo un proyecto al respecto, que se conecta, relativo a la obligación del Estado de tener la información 
en ambos soportes, en formatos abiertos y estándar y en software privativo. Esto es distinto, porque apunta a 
la accesibilidad de todas las personas a la información de los contenidos web, pero, de alguna manera, si se 
refiere a la universalidad del acceso, tiene que ver con que hay determinadas informaciones que yo debo 
buscar en programas "Microsoft", porque, con explorador de software libre "Firefox" no me dejan acceder. 


SEÑOR RADÍO.- Hay un elemento más vinculado a los costos, como decía el señor Presidente. 
Efectivamente, este proyecto tiene costos, primero, por lo que decía la ingeniera Da Rosa en el sentido 
de que la mayoría de los sitios oficiales van a tener que rediseñar sus sitios web. Pero, además, 
probablemente, en algunos casos hayan contratado servidores para el diseño que no sirvan y haya que 
contratar otros, y, a veces, podrá haber contratos que se hayan hecho, que ya estén firmados, que haya 
que pagar, y, eventualmente, deberán pagarse otros. Es decir que algún costo tiene; no estamos 
hablando de cifras multimillonarias, pero, efectivamente, algún costo tiene. 


Voy a insistir en la posibilidad de que la Comisión solicite la comparecencia de los técnicos de AGÉSIC, 
sobre todo, de la gente vinculada a la cuestión normativa. En principio, les podemos adelantar que ven con 
buenos ojos el proyecto, pero tal vez puedan hacer alguna observación o modificación al articulado. 


SEÑORA DA ROSA.- Quiero aclarar un poco más el tema del software libre. Tiene mucho que ver en 
el sentido que lo planteábamos ahora, porque si le estoy pidiendo al usuario que para acceder a mi sitio 
utilice un navegador específico en una versión específica y, además, para tenerlo hay que pagar, no le 
estoy permitiendo el acceso. Si bien no se define por el software libre, no se define un cambio 
tecnológico, no implica que eso tenga que estar diseñado con un software específico; uno de los 
lineamientos del acceso universal es la no dependencia tecnológica. Entonces, el punto no es casarse 
con una tecnología, sino divorciarse de tecnologías con las cuales hoy estamos casados; es liberar el 
mercado en ese sentido. 


De igual manera, refiriéndome a lo técnico, una página web está escrita siempre en la misma tecnología. Si 
bien por atrás puede haber muchas tecnologías que generen eso que se ve, en el navegador se ve siempre una 
tecnología. Entonces, la tecnología que está detrás puede variar, puede ser distinta, privativa o no, de pago o 
libre, pero a mí lo que me interesa es lo que se ve, a lo que el usuario debe acceder. Tal vez por detrás yo siga 
utilizando un software privativo, que pago, con licenciamiento, pero lo importante es que lo que le llegue al 
usuario no sea dependiente de una tecnología. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la ingeniera Da Rosa y del Diputado Radío, y 
seguiremos trabajando en este tema. 


(Se retiran de Sala la ingeniera Da Rosa y el Diputado Radío) 


——- Si los compañeros Diputados están de acuerdo, para completar el procedimiento de este tema, 
podríamos enviar una nota con el proyecto a la AGÉSIC, a fin de que nos dé su opinión. 


(Apoyados) 
——- Así se procederá. 


Pasamos a considerar el segundo punto del orden del día: "Registro Nacional de Huellas Genéticas". 


Quiero decir que tal como me había sido encomendado, redacté los artículos 12 y 13 como delitos penales, y 
han sido repartidos recientemente. 


La Mesa propone realizar un intermedio de cinco minutos. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


——— Continúa la reunión. 


SEÑORA TOURNÉ.- Tal cual se nos había encomendado, la pequeña comisión integrada por la 
Diputada Piñeyrúa Olmos, el Diputado Cantero Piali y quien habla estuvo revisando los artículos; 
revisamos el articulado completo del proyecto, dejamos la numeración más prolija, etcétera. Nos 
detuvimos especialmente donde teníamos dudas y distintas posiciones, y traemos alguna alternativa 
para que se discuta. 


Voy a ir punto a punto para que no nos entreveremos con numeraciones anteriores. Trabajamos en base al 
último acuerdo que habíamos hecho el 8 de setiembre, en el que está marcado lo que está en discusión, lo que 
está para reconsiderar, etcétera. 


No voy a leer el artículo 1* porque en ese no había ningún tipo de problema; lo mismo sucede con el 

artículo 2* y el 3%, excepto el inciso D), que ya había sido discutido varias veces en la Comisión, y que en el 
informe de AGESIC también venía la sugerencia de retirarlo. Entonces, nuestra recomendación a la Comisión 
es retirar el inciso D) del artículo. Lo discutimos bastante. Creemos que no hay impedimento para ninguno de 
los ejemplos que se manejaron de que la Justicia pueda pedir a la Policía Técnica, a través del canon que ya 
paga, cualquier tipo de informes de ADN para cualquier tipo de juicio. Además, correría por otro lugar. 


El artículo 4” quedaría tal cual lo aprobamos. 
El artículo 5” también quedaría tal cual lo aprobamos y lo juntamos con el artículo 8*. 
El artículo 6” ya estaba aprobado y sin inconvenientes. 


Agregamos el artículo 7” del original, que se nos había traspapelado y lo pusimos como artículo 8. Dice así: 
"El Poder Ejecutivo reglamentará las prioridades de toma de muestras y procesamiento del ADN no 
codificante con fines exclusivos de identificación criminal, de acuerdo a sus planificaciones estratégicas y 
recursos materiales y humanos". 


Recordarán que Policía Técnica advirtió que era muy probable que una vez aprobada la ley el Poder 
Ejecutivo planificara empezar el archivo por aquellos casos más graves como homicidios, rapiñas, 
copamientos, violaciones, etcétera. Pero eso queda facultado a la posibilidad de los recursos humanos y 
materiales, porque supone la compra de "kits" especiales cada uno de los cuales saldría US$ 100. Creemos 
importante que sea el propio Ministerio el que decida cómo va a ir incluyendo los datos en forma progresiva. 


En el artículo 9” modificamos la puntuación. 
(Diálogos) 
——— Estaba en discusión el aditivo propuesto por el señor Diputado Pereyra. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Dice así: "Si en el curso de una causa penal se dictare sentencia absolutoria 
respecto de una persona imputada de delito, una vez ejecutoriada la misma, las huellas genéticas 
contenidas en el Registro deberán ser eliminadas dejando constancia de las causas de dicha 
eliminación". 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Estuvimos discutiendo las causas de la eliminación de las huellas 
genéticas del Registro cuando la persona fuera absuelta. En la última sesión también se habló de otros 
institutos, como la gracia. 


El hecho de no eliminar la huella del banco, a pesar de que la persona haya sido absuelta o se le haya 
concedido la gracia, no genera ningún condicionamiento a futuro. Esa persona vuelve a ser inocente y si por 
ejemplo quiere sacar un certificado de buena conducta, puede hacerlo sin problemas. 


La huella se mantiene con el mero efecto de que quede allí. Inclusive, puede usarse en el futuro de manera de 
probar la inocencia del individuo. Si mañana ocurre un hecho delictivo y a esa persona se la vuelve a 
incriminar, pero no tiene nada que ver, teniendo su huella en el Registro puede demostrar su inocencia. 


Vamos a obviar la discusión de un banco universal que se decidirá en el futuro. Pero si tendemos hacia ese 
estadio, es bueno mantener los registros. Además, por una cuestión de presupuesto, el Estado hace una 
inversión al inicio cuando compra el "kit" y extrae la muestra. A su vez, el mantenimiento de la huella no 
produce ningún costo y, como decía, sí un beneficio, lo que está recogido en los literales B) y C) del 
artículo 3”. Así, no vemos ningún perjuicio de que la huella quede en el banco, por supuesto sin ser usada 
para otra cosa. 


Además, a propuesta del señor Diputado Pereyra, en el último inciso del artículo 5”, esa información no 
podrá ser utilizada como fuente de "discriminación, estigmatización, vulneración de la dignidad, intimidad, 
privacidad u honra de persona alguna". 


Por eso entendemos que no hay inconvenientes si se mantiene la huella en el banco genético a los efectos ya 
mencionados. 


SEÑORA TOURNÉ.- Nos centramos más en el pensamiento de generar un banco y los tres tenemos la 
idea de que debería ser universal. 


Nos preocupó sobremanera que la permanencia de la huella significara algún detrimento hacia la persona. 
Pero, en realidad, a los efectos futuros no significa ningún detrimento, así como tampoco ocurre en los 
procesados que luego son declarados inocentes, que continúe la huella dactilar en el Banco Dactiloscópico de 
la Policía. 


Además, entre el inciso tercero del artículo 5” y las penalidades que luego agregamos a quienes hicieran uso 
de la información indebidamente, en realidad a la persona inocente no le estamos generando ningún 
antecedente. Simplemente, queda la huella allí, como desearíamos que, en un futuro, al igual que se hace con 
lo dactiloscópico, todos ingresáramos. Eso no nos genera ningún precedente, antecedente ni perjuicio. Yo 
ponía el ejemplo del certificado de buena conducta. Mañana voy a sacarlo, y me lo van a dar. Fui declarado 
inocente y no tengo antecedentes. Además, es un banco y debe ser pensado como tal, y no como antecedente 
criminal. 


En ese sentido, nos parecía que no era necesario eliminar las muestras de ADN porque queremos que en un 
futuro esto sea universal, como en tantos países. Reitero que el hecho de que se mantenga la huella no 
perjudica al sujeto e, inclusive, en algún caso posterior, puede salvarlo, tal como expresaba el señor Diputado 
Cantero Piali. 


Entonces, el artículo 7* del proyecto enviado por el Poder Ejecutivo pasaría a ser el 8”. 


En el artículo 9” solo modificamos la puntuación y agregamos la referencia a la ley. Dice así: "Por razones de 
interés general, la Dirección Nacional de Policía Técnica, como único organismo autorizado, previa orden del 
Juez competente, podrá intercambiar datos de su 'Registro Nacional de Huellas Genéticas', con otros 
organismos internacionales que actúen en el mismo ámbito y con iguales fines de investigación 
criminalística. Se actuará en el mismo régimen empleado para las huellas dactilares contenidas en su 
'Archivo Dactiloscópico de Identificación Criminal' (Ley N* 4.847, de 11 de mayo de 1914), siempre que 
dicha información recaiga sobre personas con sentencia de condena pasada en autoridad de cosa juzgada". 


Con el agregado de la puntuación, y redactado de esta forma, el artículo asume todas las correcciones que nos 
sugería AGESIC. 


SEÑOR PEREYRA.- Quiero hacer un breve comentario sobre el artículo 8*. 


Yo también comparto el criterio de ir hacia la universalidad del banco. Ahora, en realidad, el proyecto que 
estamos tratando determina claramente que el banco es para aquellos que cometieron delitos. 


SEÑORA TOURNÉ.- No, es para aquellos que fueron procesados. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Y no necesariamente cometieron delito. 


SEÑOR PEREYRA.- Es correcto: que fueron procesados. Pero en el caso de la sentencia absolutoria, 
luego quedan absueltos y no son responsables de los hechos que les fueron imputados. Por ello, tengo la 
duda de si en ese caso no perjudicamos a la persona si mantenemos la huella en el banco. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Me parece lógico que tenga esa duda porque nosotros también mantuvimos 
nuestra discusión sobre ese tema y nos llevó un buen rato. Ahora, creo que el argumento más fuerte lo 
acaba de expresar la señora Diputada Tourné. Es decir, no estamos hablando de un registro de 
antecedentes sino de huellas genéticas. En realidad, van a ser usados con fines criminalísticos pero no a 
los efectos de registrar los antecedentes de las personas. Los antecedentes van por otro lado. Por eso 
decíamos que el hecho de que las huellas genéticas figuren en el banco no implica que esto se refleje en 
la obtención del certificado de buena conducta. 


Quizás, como la información se puede obtener de este Registro solo a los efectos criminalísticos, nos desvió 
la atención en cuanto a que esto no es un registro de antecedentes penales. Si estamos pensando en un banco 
universal que facilite la investigación para declarar la culpabilidad o la inocencia de una persona, no vemos la 
utilidad de eliminar la huella genética por la declaración de inocencia, por el instituto de la gracia o cualquier 
causa de extinción del delito cuando, en realidad, a lo que deberíamos apuntar es a que todos registremos 
nuestra huella genética, aunque reconozco que esta es otra discusión. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Prácticamente, iba a decir lo mismo. 


Al final, volvimos sobre la discusión de la universalidad del registro. Como recordarán, este se hacía en el 
caso de los procesados por razones económicas. El planteo que nos hizo la gente de Policía Técnica fue que 
había que comenzar por algo, pero no había recursos y todavía era muy caro, por lo que quedamos un poco 
limitados. En realidad, prima la idea de que esta es una buena herramienta que va a servir para luchar contra 
el crimen, y no va a ser un registro de antecedentes. Por lo tanto, se justifica que revisemos esto porque no 
afectaría el interés, el fuero íntimo de las personas, ya que es una huella meramente identificatoria, como la 
huella dactilar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si el señor Diputado Pereyra se siente satisfecho con esta explicación, o 
por lo menos la acepta. 


SEÑOR PEREYRA.- Tengo dudas acerca de este proyecto, pero estoy de acuerdo con que ha sido 
discutido ampliamente y que el objetivo es que sea aprobado. Por lo tanto, no voy a generar una 
discusión eterna. 


SEÑORA TOURNÉ.- Como nos queda todavía analizar parte del articulado, sugeriría avanzar en la 
descripción de lo que hicimos, y luego abriríamos la discusión. Además, recogimos varias versiones, 
por lo que la Comisión tendrá que resolver. 


El artículo 9* quedó claro. El artículo 10, que era el 11 anterior, ya lo habíamos aprobado. Era el que 
comenzaba diciendo: "El Poder Ejecutivo reglamentará, [...]". Aquí, tuvimos una pequeña discusión en 
cuanto a que eran dos reglamentaciones distintas. 


Ahora nos vamos a referir a las penalizaciones, que en el proyecto original estaban en el artículo 12: "Los 
que, interviniendo en algunos de los procedimientos regulados en la presente ley en razón de su cargo o 
profesión, permitieren el acceso a los registros o exámenes a personas no autorizadas o los divulgaren o 
usaren indebidamente, serán pasibles de las sanciones administrativas y su eventual sometimiento a la 
Justicia Penal". Lo mismo sucede con el artículo 13 original. En esta Comisión, creo que fue el señor 
Diputado Michelini el primero que observó estos artículos diciendo que, si estamos fijando una conducta, hay 
que penalizarla y ser más estrictos. Quedamos en aportar una redacción en ese sentido. Allí surgieron varias 
propuestas. 


Nosotros estamos de acuerdo con que hay que penalizar tanto administrativa como penalmente, porque si 
tenemos los cuidados y reparos que hemos tenido hasta el momento en la redacción del proyecto por el tipo 
de información que va a manejar este banco, no es un delito menor el hecho de que un funcionario o alguien 
externo "hackée" y robe la información. El proyecto tiene en cuenta las garantías de la identidad individual. 
La información contenida en este registro es secreta y confidencial. El uso del banco deberá hacerse bajo 
orden del Juez competente. A nuestro entender, un funcionario que esté trabajando en el banco y divulgue la 
información, la venda o la extraiga con fines espurios comete un delito grave. Ayer, en la sub Comisión, se 
habló del narcotráfico que, como todos saben, tiene un gran poder, y de la gravedad que significaría comprar 
u obligar de alguna manera a "hackear" la información y quedarse con ella, o instigar a algún funcionario de 
tal forma de quedarse con la información o borrar un antecedente del banco para que no pueda ser 
identificado posteriormente. Nos parece que, por ética del banco, los funcionarios que trabajen en él 
cometerían un delito gravísimo si divulgaran la información o la usaran para hacer favores, porque es el 
amigo o el tío de Fulano. En la situación del crimen organizado, que sabemos existe, también los privados, 
como está previsto en el proyecto, que "hackéen", compren, etcétera, la información están cometiendo un 
delito gravísimo. 


Tenemos dos propuestas. Una de ellas la consensuamos y la terminó redactando el Diputado Cantero Piali, y 
la otra es del Presidente de la Comisión. Voy a leer ambas y la Comisión luego decidirá. 


La propuesta redactada por el señor Diputado Cantero Piali teniendo en cuenta una redacción aportada por el 
doctor Di Giácomo, que es el abogado que trabajo conmigo dice: "El que interviniere indebidamente en los 
procedimientos regulados por esta ley, para extraer información de los registros o exámenes existente, alterar 
el contenido de los mismos, contribuyere a divulgarlos, colabore en su incorrecta utilización o permita el 
acceso a ellos a personas no autorizadas, con la finalidad de desarrollar alguna de las conductas descriptas en 
el presente artículo, será castigado con una pena de 20 meses de prisión a 6 años de penitenciaría. Se 
considerará agravante la situación de funcionario público del autor, constituyendo inhabilitación especial de 
seis años para el ejercicio de cualquier otro cargo público.- Sin perjuicio de lo anterior, cualquiera de estas 
acciones, constituirá falta grave y ameritará la pérdida del cargo público". 


La otra versión es que la plantea el señor Diputado Orrico, Presidente de la Comisión, que lo separa en dos 
artículos. El primero de ellos dice así: "El funcionario público que, interviniendo en razón de su cargo en los 
procesos regulados en esta ley permitiere el acceso a los registros o exámenes a personas no autorizadas o los 
divulgare o usare indebidamente, será castigado con pena de seis meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaría". El siguiente, que no se refiere a los empleados, dice: "El que violare sistemas de 
confidencialidad y seguridad de datos, accediere sin la debida autorización a registros, exámenes o muestras 
de ADN, los divulgare o usare indebidamente, será castigado con pena de tres meses de prisión a tres años de 
penitenciaría". 


El señor Diputado Cantero Piali unificó el artículo, y donde dice "el que interviniere indebidamente" puede 
tratarse de un público o de un privado. El agravante se lo pone al público. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Como bien dice la señora Diputada, hemos unificado en un solo artículo y 
marcamos la situación del funcionario público, a quien se le genera un agravante. Entendemos que, 
más allá de la pena que le aplique la Justicia Penal, que según esta propuesta puede ir de veinte meses 
a seis años, debe establecerse una inhabilitación para el ejercicio del cargo. Nos parece que si el 
máximo de la pena que aplica la Justicia Penal es por seis años, no debería ser menor en el caso de un 
cargo público. El inciso segundo plantea lo que sería una falta grave en la órbita administrativa y 
ameritaría la pérdida del cargo público. 


Creo que la discusión de este proyecto va a radicar en las penas. Evidentemente, la diferencia que hay entre 
la propuesta del señor Diputado Orrico y la que propongo radica en ese tema. Solicito a la Comisión que, una 
vez que nos pongamos de acuerdo en las penas, elaboremos una redacción unificada en el mismo artículo, 
que divida bien las aguas entre el funcionario público que cometiere estas acciones y un trabajador que no sea 
público. Me parece que esto es lo mejor a los efectos de la redacción del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, a los efectos de tipificar este delito no es correcto penalizar 
aquí la relación que puede haber con otra forma de crimen organizado. Si este delito se comete, por 
ejemplo, para colaborar en el tráfico de órganos, entonces va a ser un delito de tráfico ilícito de 
Órganos o como se llame creo que no existe ese delito o por lo menos así establecido, pero me refiero a 
un delito de crimen organizado, no importa cuál, en concurrencia con este delito. Porque los delitos 
que sirven de medio no se castigan por sí mismos, sino que se aplica la pena del delito mayor 
aumentado en proporciones que los artículos 54 y 56 del Código Penal establecen con toda claridad. De 
manera que esta figura sería aplicable al que únicamente comete este delito. Entonces, hay que tener 
un amplio espectro de penalidad. ¿Por qué? Porque no es lo mismo la persona que roba información el 
término "robar" hay que emplearlo en un sentido muy amplio porque le quiere hacer una pierna a un 
amigo que está haciendo una tesis universitaria que el que lo hace a otros efectos. Entonces, el primer 
punto es que lo que se castiga es el hecho en sí de la violación, no el vínculo que pueda tener con otros 
delitos, porque eso ya está contemplado en el Código Penal. Por lo tanto, no es eso lo que se debe 
castigar. De lo contrario, la técnica legislativa está mal aplicada, porque se castiga excesivamente una 
conducta que en realidad es muy grave si se relaciona con otra, pero no la conducta en sí. 


El segundo punto es que la agravante de ser funcionario público ya existe en el Código Penal, en los 
artículos 46 y 47, que establecen las atenuantes y las agravantes. Entonces, fusionar esto genera un problema. 
Sin duda, es mucho más grave que quien incumpla sea un funcionario público, que tiene la responsabilidad y 
la confianza de las jerarquías del Estado para custodiar algo como esto, que un "hacker" de afuera, porque no 
lo contrató nadie, nadie tiene confianza en él y nadie sabe quién es. Entonces, aparece como imprescindible 
diferenciar las figuras. Una cosa es un sujeto activo, que únicamente puede ser el funcionario público, y es el 
que ha recibido la confianza de todo el Estado para la custodia de algo tan privado y reservado como esto, y 
otra cosa es el que está afuera. Entonces, en un caso el sujeto activo no puede ser otro que el funcionario 
público, tal como figura en nuestro Código Penal y de todos los códigos penales del mundo. Hay algunos 
delitos que solamente pueden ser cometidos por funcionarios públicos. Hay otros delitos que pueden ser 
cometidos por cualquiera. Por ejemplo, el delito de revelación de secretos que deberíamos haber tenido en 
cuenta a los efectos de cómo establecer este delito habla claramente del funcionario público. Yo, particular, 
no cometo un delito por revelar secretos. Ese es el primer punto. Tiene que haber un delito por ser 
funcionario público. Por lo tanto, el tema no radica solo en las penalidades, sino que es mucho más 
importante que eso. En un caso, hay un sujeto activo que debe tener una determinada calidad y, en otro, un 
sujeto activo que puede ser cualquiera. El sujeto activo del segundo delito también puede ser un funcionario, 
pero no vinculado a esta tarea especial, en cuyo caso le cabrá también la agravante genérica establecida por 
los artículos no recuerdo en cuál está la agravante y en cuál la atenuante 46 o 47 del Código Penal. 


No es que esté defendiendo a muerte lo que yo presento, pero estoy convencido de que tienen que ser dos 
delitos. Yo intenté mantener la redacción original. Me parece que cuando se dice "usar indebidamente” está 
mal. Tendría que decir "usar ilícitamente". El término "indebidamente", desde el punto de vista penal no 
quiere decir nada, tanto en el artículo 12 como en el artículo 13 que se propone. 


SEÑOR BENTANCOR.- El señor Presidente puso en su propuesta original "divulgare o usare 
indebidamente". Me parece que indebidamente es siempre. No hay una forma debida de usar una cosa 
que no le está permitida. Yo hubiera invertido los términos, diciendo: "El que violare el sistema de 
confiabilidad y seguridad de datos a seguir sin la debida autorización o registro de examen o muestras 
de ADN, los usare o divulgare, será castigado con penas |[...]". ¿Por qué se utiliza el término 
"indebidamente"? Si los usa o los divulga, ya está configurando una situación "per se", porque es algo 
que no debería hacer 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que pasa es que si él los divulga a quien debe y dentro de los márgenes de 
la ley, no sería "ilícitamente". No tengo inconveniente en sacarlo, pero me parece que el término 
"ilícitamente" siempre se pone, porque es un requisito que la divulgación sea ilícita. Si se trata de una 


divulgación lícita, entonces, no hay problema. A eso se refiere. De todas maneras, me parece que no es 
el punto que está más en cuestión hoy. 


Hay otro aspecto fundamental relativo a todos estos razonamientos. Yo creo que ningún proyecto de ley 
puede tener en cuenta la ineficiencia del Estado para ciertas cosas. Si el Estado funciona mal, lo que hay que 
hacer es cambiar el Estado y no establecer normas que por un lado que no se debe incluyan penalidades o 
acciones que no corresponden. 


Por otra parte, cuando un individuo está procesado, tiene una presunción de inocencia, y esa presunción de 
inocencia es a todo nivel, también a nivel de la calidad de funcionario. Hasta que no es penado, no 
corresponde la sanción, aun cuando desde el punto de vista estricto del Derecho Administrativo, no debiera 
ser así, porque el Derecho Administrativo se rige por parámetros que son distintos a los del Derecho Penal, y 
sobre todo, del Derecho Procesal Penal. Pero, lamentablemente, en la Administración pública uruguaya, 
cuando alguien está procesado se actúa así. Aquí, en esta Casa, tenemos ejemplos de un individuo al que le 
abrieron el ropero, le encontraron todo el contrabando, y, como estaba procesado, hubo que reponerlo, 
cuando eso resultaba absurdo, porque, a los efectos de la investigación administrativa, las pruebas estaban 
todas allí. 


¿Por qué esperar el fallo de la Justicia Penal? ¿De dónde sale eso? No sale de ningún lado. Pero yo soy 
posgrado de Filosofía del Derecho y este es del tipo de temas que me permiten decir que la costumbre es 
fuente de derecho en todos lados, y este es uno. Pero, en realidad, es muy peligroso que un individuo, por el 
mero procesamiento ya esté afuera. Lo que no me parece correcto es que el Derecho Administrativo que se 
aplica en este país haga que todo dependa de la Justicia Penal. 


Cuando fui integrante de la Comisión Permanente de este Poder Legislativo, se dio el caso de unos aduaneros 
de los que se pedía la destitución, y las tomas de declaración se hicieron en la propia cárcel, y se tuvo el 
expediente detenido hasta que no hubo sentencia, cosa del todo absurda, estoy de acuerdo. Pero me parece 
que es un problema pretender solucionarlo a través de esto 


Se puede aplicar, porque así se hace. Si ustedes miran el capítulo de delitos contra los funcionarios públicos 
del Código Penal, se darán cuenta de que, además de las penalidades, establece inhabilitaciones especiales 
para el ejercicio del cargo público. Es decir que se trata de penalidades acumulativas, de las que la doctrina 
penal moderna está totalmente en contra, porque acumular penas no es un asunto que se considere que sea 
correcto desde el punto de vista estricto de lo que debe ser el funcionamiento técnico. 


Entonces, el mal funcionamiento de los servicios, y el hecho de que procesado no es penado son dos 
cuestiones que hay que mantener. Lo que pasa es que, además, tenemos un Código del Proceso Penal que es 
horroroso. 


En síntesis: creo que tiene que haber un delito para el funcionario público, y, segundo, tiene que haber un 
delito para el que no es funcionario público. Desde el punto de vista de las penalidades, si este delito es por sí 
solo, no es un delito tan grave como cuando está en concurrencia con otros, y si está en concurrencia con 
otros, entonces, va a ser en concurrencia fuera de la reiteración. Por lo tanto, no tiene que pensarse esa 
hipótesis, porque ya está contemplada; no importa qué delito sea el que se cometa. Por lo tanto, tiene que 
haber una penalidad suficientemente amplia. 


Voy a decir algo que para mí es filosófico pero también muy práctico. Todos los delitos que existen en el 
Uruguay debieran tener como mínimo pena de prisión, no importa cual sea. Porque de la misma manera que 
en medicina no hay enfermedades sino enfermos, en materia penal, no hay leyes así sino casos muy 
particulares, que como casi todos tienen pena de penitenciaría, son inexcarcelables y eso es una verdadera 
locura. Hace pocos días, recordábamos con la Diputada Tourné sus tiempos de Ministra, y ella comentaba 
casos puntuales que resultaban una locura, en los que la gente estaba presa porque se trataba de delitos 
inexcarcelables. 


Entonces, hay que tener en cuenta eso por lo que decía recién: una cosa es que el individuo esté sacando esto 
con fines muy espúreos, y otra es que se lo dé al hijo para que tenga más elementos para mejorar su tesis de 
posgrado; son cosas diferentes. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Analizando la redacción que usted propone y la fundamentación que 
hace, me queda una duda en cuanto a si entiende que el proyecto no debe contener sanciones 
administrativas. Si vemos el proyecto original, aunque todos estamos de acuerdo en que la redacción es 
buena, comprobamos que se refiere a que serán aplicables sanciones administrativas. En la propuesta 
que usted hace, eso no está contemplado, y se va solamente a las penas. ¿Usted entiende que la sanción 
administrativa no debe estar en el proyecto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que la sanción administrativa ya está contemplada porque en todos 
los estatutos del funcionario la comisión de un delito trae como consecuencia una cuestión grave. 
También en eso hay que graduar; yo no estoy de acuerdo en que en absolutamente todos los casos eso 
signifique de por sí la pérdida del cargo. No estoy de acuerdo, pero se puede discutir 


Lo que me parece es que si se va a hablar de la parte administrativa, hay que hacer otro artículo, porque es de 
muy mala técnica mezclar sanciones penales con sanciones administrativas, entre otras cosas, porque 
seguirán procedimientos distintos y serán autoridades distintas las que decidan. Creo que tal vez se pueda 
establecer que la comisión del delito previsto en los artículos anteriores por parte de un funcionario público 
implicará la pérdida inmediata el cargo. Se puede hacer, pero, en todo caso, me parece que hay que hacerlo 
aparte de la sanción penal. La sanción penal es una cosa, y la administrativa es otra. 


Si el Diputado Cersósimo, que tiene el Código Penal a mano, lo observa, podrá comprobar que en los delitos 
contra los funcionarios públicos es muy común que a la privación de libertad se agregue el tema de la pérdida 
del cargo. Pero ahí ya no es una sanción administrativa sino que se trata de la inhabilitación, que es una pena 
en el sentido estricto del término 


De todas maneras, me parece bien que lo discutamos. Yo voy a proponer que esto lo dejemos en suspenso 
hasta el miércoles que viene, porque me parece que no estaría bien que una propuesta que recién distribuí la 
aceptemos o descartemos de plano; me parece que hay que seguir analizando e, inclusive, seguir pensando si 
no hay algún verbo que se deba incluir en estos delitos que no tuvimos en cuenta. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Estoy de acuerdo. Precisamente, la inhabilitación figura en el Código 
Penal, y nosotros la poníamos en lo que viene a ser el primer inciso de esta propuesta junto con las 
penas; allí figuraría la pena de veinte meses a seis años, y la inhabilitación como sanción penal. Y en un 
segundo inciso, que puede ser un artículo distinto no tengo ningún problema en que lo separemos, 
estaría la sanción administrativa. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Me parece que la conducta delictual está mejor tipificada en la propuesta que 
trajimos porque va más allá de la propuesta inicial, y creo que es más precisa. Estoy de acuerdo en que 
pueden desdoblarse dos artículos y que uno sea relativo al funcionario público y otro a los terceros 
ajenos a la función pública y a la responsabilidad respecto del Registro. Pero, en realidad, creo que está 
mejor descrita la conducta delictiva en el artículo que propusimos, sin perjuicio de que los separemos. 


Quiero hacer una precisión respecto a la gravedad del delito. La Diputada Tourné puso a vía de ejemplo cómo 
podrían ser utilizados los datos que están dentro del Registro de Huellas Genéticas. Eso no quiere decir que 
estemos teniendo en cuenta otros delitos para conceptualizar como grave el delito que está previendo esta ley. 
Nosotros realmente creemos que el manejo de los datos que este Registro tiene, que está descrito en la 
propuesta, es de por sí muy grave, y por eso me remito a los antecedentes de la discusión de este proyecto de 
ley en la Comisión. 


Por eso establecimos con tanta precisión que el Registro es confidencial, y por algo el Diputado Aníbal 
Pereyra incluyó ese inciso en el cual se habla de que esto no se puede utilizar con fines discriminatorios, 
etcétera, porque realmente la información que tiene este Registro es por sí misma delicada y puede ser 
utilizada a los efectos que estamos tratando de evitar, previendo límites a la utilización de los datos. Para 
nosotros, de por sí por eso la severidad de las penas, la conducta descrita en esta figura delictiva es grave, sin 
que la vinculemos con los destinos que eventualmente pueda tener la información contenida en los registros, 
porque puede ser a los efectos que describía el señor Presidente, o a los efectos del crimen organizado. 


Cuando nosotros pensamos este delito fue como muy grave, independientemente del destino que la 
información pueda tener. 


Comparto con el señor Presidente que puede ser muy severo el hecho de que una persona pierda su cargo 
público antes de que obtenga un fallo de la Justicia Penal. Pero podríamos establecer, creo que en el mismo 
artículo porque me parece que la falta administrativa se deriva de la comisión del delito que estamos 
describiendo, por lo que no tenemos por qué independizar un artículo del otro, que se considerará falta grave 
a los efectos de que en el sumario se pueda prever la separación del cargo, porque me parece que lo amerita 
la gravedad del delito, aunque sea presunto. 


SEÑORA TOURNÉ.- Coincido con el señor Presidente en el sentido de que tal vez sea mejor tener dos 
artículos, uno decididamente enfocado al funcionario público, y otro, a terceros. En eso estamos de 
acuerdo. 


También estoy de acuerdo con la Diputada Piñeyrúa el Presidente sugería que faltaba algún verbo, en cuanto 
a que en la precisión del delito, es mejor en la versión que nosotros traemos como propuesta, en el sentido de 
que contempla muchas causas. Inclusive, tengo una redacción alternativa para dos artículos. Lo que sí me 
preocupa es que, de alguna manera, en la que se vea mejor por la Comisión, se contemple el tema de la 
sanción administrativa. No sé si esta es la más correcta no me importa; los compañeros que saben más de 
Derecho podrán sugerir, pero creo que tiene que estar incluida de alguna manera, porque lo que decía la 
Diputada Piñeyrúa fue el centro de la preocupación. No se trata de la vinculación con "x", sino de la 
violación de lo que nosotros mismos determinamos que es el secreto y la confidencialidad, y, a nuestro 
entender, eso es muy grave. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que cuando abordamos un tema tan delicado lo peor que se puede hacer 
es razonar que con la sanción de la norma vamos a cambiar todas las culturas inherentes al 
funcionamiento de la Administración. Por lo tanto, creo que deberíamos innovar lo menos posible y 
prever una cuestión puntual, especialísima, en este sentido de los derechos que queremos proteger que 
es, en definitiva, el derecho de la persona que está en un registro, que, eventualmente, va a tener 
carácter universal, pero, por ahora, empezamos con los procesados 


Además, me parece que en algún lado deberíamos establecerlo así. Si lo independizamos como pena, sanción 
o antecedente, si va a ser un registro universal, uno podría pensar que, eventualmente haciendo todas las 
discusiones que haya que hacer, al sacar la cédula, puede quedar un registro del ADN, y eso no ofende a 
nadie. Yo no he escuchado cuestionamientos en cuanto a por qué el Estado debe tener mi huella digital, y la 
ha tenido en varias oportunidades. 


Entonces, mi propuesta sería que se mantenga la lógica que señalaba el señor Presidente de separar lo 
administrativo de lo judicial, y luego, incluir un artículo que apunte a lo que decía la Diputada Tourné 
apoyándose en la intervención de la Diputada Piñeyrúa, en cuanto a que la "ratio" fundamental es la 
protección de la intimidad de la persona en base a la no utilización o desvirtuación de este registro. Calificar 
en un solo registro es, en definitiva, hacer que sea reservado, y no solamente está pensado para ello sino que 
los funcionarios que trabajen en ese tema también deberán estar bajo un estatuto especial de reserva y 
confidencialidad. Y cualquier violación no significa la pérdida de la calidad de funcionario público, pero sí la 
inhabilitación absoluta para trabajar en ese Registro. 


Me parece que con el tema del empleo en Uruguay y la calidad de funcionario público, tanto el administrador 
como el Juez se ven sujetos a un dilema de hierro, porque por un delito y una aplicación pie de letrista de la 
ley, se termina de destruir un conjunto familiar, a pesar de que no lo amerita el hecho cometido o la 
culpabilidad. Y eso termina haciendo que, en definitiva, no se aplique el sistema y se beneficien los que lo 
conocen más, los que tienen mayor capacidad, lo que no solo sucede en el Derecho Penal sino en todas las 
áreas. 


Por lo tanto, sintetizando, si pudiéramos establecer una característica particular de estos funcionarios que 
están en objeto de reserva, y desde el hecho del procesamiento mismo, la mera sospecha de que están 
infringiendo ese sentido superior de la reserva hará que sean separados del cargo y, eventualmente, no 
vuelvan a trabajar nunca más en esa sección específica; me parece que de alguna manera conciliamos todas 


las situaciones. Luego, la Justicia Penal determinará si será separado del cargo y el Senado de la República se 
expresará en cuanto a si lo sanciona con la pérdida de la calidad de funcionario público o no. Pero el jerarca 
debe tener el llamado de atención sabiendo que en este Registro se necesita, desde el portero hasta el último 
ingeniero genético, un nivel de confidencialidad y reserva máximo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Me parece que todos estamos de acuerdo en crear la figura delictiva y en los 
verbos nucleares de dicha figura, aunque podría quedar la duda en cuanto a si faltara alguno. Por lo 
tanto, este es un tema de técnica legislativa. Me parece muy prolija esta redacción que unifica para 
evitar repeticiones, y porque lo que interesa es que el hecho se cometa por cualquiera, y nos parece 
importante que el hecho de ser funcionario público sea un agravante. Y hay que decirlo 
específicamente, porque las agravantes generales del Código Penal no establecen la mera figura del 
funcionario público como agravante porque en el numeral $ del artículo 47 establece: '"Prevalecerse 
del carácter público que tenga el culpable, en especial su calidad de funcionario policial". 


De manera que, agregar el carácter de funcionario público como agravante, me parece que es una buena 
técnica legislativa. 


Por último, calificarlo como falta grave, da garantías para que, previo sumario administrativo, se vaya a la 
> > > 
pérdida del cargo público. No creo que evitemos con esto el sumario administrativo. 


De todas formas, como es un tema de técnica legislativa, me parece conveniente pedir un asesoramiento a los 
efectos de darle un puntillazo final a esto con lo cual, en el fondo, estamos todos de acuerdo. 


En cuanto a los límites de las penas, hay una diferencia importante en las dos propuestas respecto del 
máximo... 


(Interrupciones) 


———... y también del mínimo; pero, con respecto al mínimo, en ambos casos está establecido que es prisión 
y, por lo tanto, excarcelable. Ahí también hay que hacer una comparación. Yo estaba mirando algunas penas 
que establece el Código vinculadas a la violencia de la fe pública, y tienen mínimo de penitenciaría. Por lo 
tanto, creo que sería cuestión de pedir asesoramiento para definir la redacción más acertada. 


En principio, me inclino por la redacción unificada que se está proponiendo por los miembros de la 
Subcomisión de redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero decir que me reitero en mis argumentos. Lamento 
decir que no me gusta demasiado la fórmula que proponen. Si se va a votar, quiero expresar que en 
Sala voy a aclarar mis reservas. 


En segundo término, yo soy firme sostenedor de que no se debe mezclar lo administrativo con lo penal. Por 
lo tanto, por lo menos, tiene que haber un artículo aparte que dijera algo así como: "La comisión por el 
funcionario público del delito establecido en el artículo anterior se considera falta grave a los efectos 
administrativos". En realidad, ya está. Cuando uno estudia Derecho Administrativo, una de las faltas graves 
es, precisamente, la comisión de un delito. Pero si se quiere poner, se pone. No estoy de acuerdo en absoluto 
con el razonamiento que se hizo respecto a la calidad de funcionario público, que es un agravante genérica, 
que ya está establecido. Inclusive, es un disparate que se dé carácter especial fue una reforma relativamente 
reciente al hecho de que el funcionario público sea un policía. Esto me parece bastante absurdo, pero así fue 
aprobado en su momento, y no lo vamos a revisar ahora. Pero el agravante existe, y es el carácter público de 
la gente, especialmente, si es policía. Quiere decir que el agravante ya está. Lo que pasa es que, a veces, se 
pone un agravante especial y, entonces, se modifica la penalidad. Pero este no es el caso. El agravante tiende 
a llevar la pena al máximo, y el atenuante, al mínimo. 


De todas maneras, dada la hora, propongo que esto quede para la sesión del miércoles que viene. 


Cuando el señor Diputado Cersósimo dice de preguntar, no sé a quién se está refiriendo. No tengo 
inconveniente en hacer los asesoramientos, pero ¿a quién? 


SEÑORA TOURNÉ.- En lo personal, repito, estoy de acuerdo con dividirlo, que sea los públicos por un 
lado y los privados por el otro. Además, dije que tenía una propuesta alternativa que refleja la 
descripción del delito en la misma forma que la propuesta unificada que presentamos como 
Subcomisión. 


Me atrae mucho la propuesta que hace el señor Diputado Michelini. Me parece que tiene mucho más que ver 
a la cuestión que estamos tratando de que quede reflejada, que ese funcionario, que tiene que garantizar la 
reserva, el secreto y la identidad de la persona, no puede seguir desempeñándose allí. Estoy más inclinada a 
incluirlo en ese sentido. No tengo problemas en que lo consideremos nuevamente la semana que viene, pero 
realmente estamos en tiempo de ir votando. 


Propongo que el señor Diputado Michelini traiga una redacción. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Estoy de acuerdo con tomarnos una semana para discutir esto y llegar a 
una solución que nos convenza a todos. 


No voy a cometer el agravio de interpretar al señor Diputado Cersósimo, pero creo que él se refiere a 
consultar a la Oficina Técnica del Parlamento a fin de que nos dé una opinión sobre esta redacción. 


Sé que la hora ha avanzado, pero pregunto: ¿no podríamos dejar aprobado en el día de hoy el artículo 8*, que 
es el 7” del original, sobre el que estamos todos de acuerdo? Dice así: "El Poder Ejecutivo reglamentará las 
prioridades de toma de muestras y procesamiento del ADN no codificante con fines exclusivos de 
identificación criminal, de acuerdo a sus planificaciones estratégicas y recursos materiales y humanos". 


(Aprobados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 7” tal como viene del Poder Ejecutivo, que pasa a ser 
el artículo 8". 


(Se vota) 


——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑORA TOURNÉ.- También podríamos avanzar en la nueva redacción del artículo 9” actual, que 
tiene correcciones mínimas de puntuación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por Secretaría. 


(Se lee) 


——- Se va a votar el artículo 10 del Poder Ejecutivo, que pasa a ser el 9%, con las correcciones realizadas por 
la comisión especial. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Diálogos) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


